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EDITORIAL

“Por fortuna la estrategia de ‘quien más grita gana’ no tuvo éxito y el Congreso aprobó la que hasta el momento es la reforma más importante del gobierno del señor Humala: introducir la meritocracia en el servicio 
público”. Editorial de El Comercio Adiós, beneficencia / 4 de julio del 2013 

HUMOR PROFANO

UN PLAN ESTATAL POTENCIALMENTE DAÑINO EL LEGADO DE MANDELA

EL TÁBANO

Lo bueno, lo malo y lo feo

TC nuevo, 
vida nueva

El presidente tuvo varios aciertos en sus recientes declaraciones, pero se equivocó al tratar de influir en el Tribunal Constitucional.

L a entrevista que el presidente concedió 
el martes fue ciertamente inespera-
da. Después de todo, en lo que va de su 
mandato, el señor Humala no se ha ca-
racterizado por salir a comunicar per-

sonalmente y con detalle en qué van los planes 
de su gobierno, ni tampoco por responder con 
argumentos claros las críticas que se le hacen. Es-
to último le ha jugado en contra en muchas oca-
siones, pues ha dado pie a que se diga, entre otras 
cosas, que parece que él siente que no tiene que 
rendir cuentas a los peruanos.

Así, empujado probablemente por las últimas 
marchas en contra del gobierno y viendo la re-
ciente encuesta que muestra cómo ha caído su 
aprobación, el señor Humala decidió apostar por 
la estrategia opuesta a la del avestruz. Y esto hay 
que saludarlo porque muestra por parte del pre-
sidente una actitud de transparencia y de seguri-
dad en sus decisiones. 

Una comunicación más directa y detallada 
que en anteriores oportunidades no fue lo único 
positivo que vino con la entrevista del señor Hu-
mala. Esta también fue útil para dar tranquili-

dad a la ciudadanía, ya que el presidente hizo un 
preanuncio de lo que piensa cambiar en materia 
económica luego del 28 de julio: casi nada. Fue 
muy enfático al decir que quería “señalar que el 
Perú seguirá el rumbo del crecimiento económi-
co”. Es una buena noticia que el señor Humala 
tenga claro que hay que seguir manejando por el 
camino que nos ha llevado a ser el 
país que más crece en América La-
tina y que nos ha permitido redu-
cir la pobreza como nunca antes 
en nuestra historia. 

En la misma línea, es también 
muy rescatable que haya remar-
cado la necesidad de una reforma clave para que 
los frutos del crecimiento sean aprovechados por 
la enorme mayoría de peruanos. Nos referimos a 
la importancia de que se mejoren las normas que 
hoy dificultan que el dinero del canon no sea bien 
utilizado por los gobiernos regionales para me-
jorar las condiciones de vida de la población. 

Asimismo, fue bueno que el señor Humala sa-
liera a defender su reforma del servicio civil, ex-
plicando las ventajas de esta, desmintiendo a sus 

críticos e invitando a los sindicatos a conversar 
para mostrarles que no tienen por qué oponerse 
a ella. De esta forma, el presidente hizo lo que de-
bió hacer hace tiempo: poner el pecho –con una 
actitud clarificadora y conciliadora– por el que 
podría ser su legado más importante para el país.

Finalmente, el señor Humala también acertó 
al levantar un tema que sus críti-
cos usan a menudo para confundir 
a la opinión pública y exigir el que 
sería un desafortunado cambio de 
rumbo. Explicó cómo es falso que 
el Perú sea un simple exportador 
de materias primas y cómo hoy 

nuestra economía se apoya principalmente en 
los servicios y en el comercio.

Ahora, ¿hubo algo que lamentar en las de-
claraciones del presidente? Sí: el señor Huma-
la intentó influenciar al Tribunal Constitucio-
nal para que no resuelva “temas sensibles” hasta 
que lleguen los reemplazos de los vocales cuyo 
mandato ha vencido (la mitad de los cuales se-
ría nombrada por el oficialismo). Refiriéndose 
concretamente al caso de los bonos de la reforma 

agraria (en el que el gobierno tiene gran interés), 
señaló que sería imprudente que se decidiera 
ahora pues, al haber vencido el mandato de seis 
vocales, considera que el tribunal ya no cuenta 
con la legitimidad necesaria para resolverlo.

El presidente no solo parece haber olvidado 
que su bancada es una de las principales res-
ponsables del escandaloso retraso en el nom-
bramiento de los nuevos magistrados. Además, 
también olvidó un principio llamado “separa-
ción de poderes” al que, según la Constitución, 
debe ajustar sus actos y declaraciones. 

El Ejecutivo no tiene ningún derecho a in-
tentar influir en las decisiones de las cortes y, en 
cambio, debe garantizar que estas adopten sus 
acuerdos con absoluta independencia y autono-
mía. Después de todo, un gobernante que presio-
na la balanza de la justicia para inclinarla hacia 
su lado no puede presumirse muy democrático.

Ojalá este episodio de amnesia no sea más 
que eso. Sinceramente, para la próxima oportu-
nidad en la que los tribunales tengan un caso que 
le preocupa al gobierno, esperamos que el presi-
dente no vuelva a sufrir este tipo de olvidos.

E l presidente de la República ha exhor-
tado al actual Tribunal Constitucional 
a no dar fallos en temas sensibles hasta 
que se renueven seis de los siete miem-
bros de dicho organismo. “Ya se me 

adelantaron con el fallo sobre Antauro, mejor 
dejen las cosas ahí nomás”, habría declarado el 
mandatario en reciente entrevista.

Estas polémicas declaraciones fueron rápi-
damente matizadas por el premier. “Le pido a la 
prensa que no malinterprete lo dicho. Las decla-
raciones se basan en la profunda preocupación 
que tiene el mandatario por la salud de los salien-
tes magistrados. No desea que se estresen luego 
de tantos años de trabajo. Mejor que disfruten 
sus últimos días en el puesto, almorzando con los 
colaboradores, tomándose fotos y mudando con 
calma sus libros”.

En la misma línea, el jefe de Prom-Perú ofre-

E n la celebración del Día de 
la Industria anunció el pre-
sidente Humala que su go-
bierno prepara una políti-
ca industrial, a la que dio el 

grandioso nombre de Plan Nacional de 
Desarrollo Industrial Inclusivo. El daño 
que este tipo de planes puede causar a la econo-
mía es más grandioso aun.

La necesidad de semejante plan parte de una 
premisa falsa: que nuestra economía depende 
excesivamente de la exportación de minera-
les. De allí se seguiría que resulta indispensa-
ble diversificar la producción y “generar valor 
agregado” si queremos llegar a ser un país de-
sarrollado. Pero nuestra economía está más 
diversificada de lo que se suele o se quiere reco-
nocer.

El valor de nuestras exportaciones mine-
ras el año pasado fue de casi US$26 mil millo-
nes. Eso es apenas una octava parte del produc-
to bruto interno (PBI), que mide el total de lo 
que produce el país y que en el 2012 equivalía a 
US$200 mil millones. Y aun esa comparación 
sobreestima la importancia de la minería por-
que las exportaciones son una medida del valor 
bruto de las ventas al exterior, mientras que el 
PBI mide solamente el valor agregado, o sea, la 
diferencia entre lo que se vende y lo que se com-
pra. Es como comparar papas con rubíes.

Una comparación más apropiada es la del 
PBI total con el valor agregado generado por 
la minería –el PBI minero, digamos–. Desde el 
2003, cuando comenzó el ‘boom’ de los precios 
de los minerales, el PBI minero ha fluctuado en-
tre el 5% y el 7% del total. Para ponerlo en pers-
pectiva, la industria manufacturera ha contri-
buido consistentemente, a lo largo del mismo 
período, con el 15% del PBI total. Más impor-

tantes que la minería en su contribución 
al PBI total son también la agricultura, 
el comercio y últimamente la construc-
ción, para no hablar de los servicios.

El mal que la política industrial se 
propone curar simplemente no existe. 
No, por lo menos, en el organismo eco-

nómico. Para un hipocondríaco, nada mejor 
que un placebo, podríamos pensar. Pero la polí-
tica industrial es peor aun: es un medicamento 
contraindicado. Ilustrémoslo con dos ejemplos.

Se ha sugerido que como parte de la política 
industrial se podría otorgar créditos baratos a 
determinados sectores. Una comprobada ma-
nera de generar no más, sino menos valor agre-
gado del que la economía puede generar por sí 
sola. El crédito es, como otros, un recurso esca-
so. El mercado lo asigna a quien está dispuesto 
a pagar más por él. Y quien más está dispuesto a 
pagar es, como regla general, aquel que puede 
hacer del crédito un uso más productivo –el que 
tiene un proyecto más rentable en qué invertir-
lo–, o sea, el que le agrega más valor. Repartir 
crédito barato es alentar un uso poco producti-
vo del capital con el que contamos.

Otra idea que peregrina por allí es entregar 
terrenos a precios subsidiados para la instala-
ción de industrias, a cambio de que los agracia-
dos industriales cumplan metas de generación 
de empleo. El precio de mercado de la tierra 
también se fija según lo que la gente está dis-
puesta a pagar por ella. Si un negocio necesita 
instalarse en un terreno subsidiado, quiere de-
cir que no rinde lo suficiente para pagarles a sus 
proveedores y trabajadores, además del alqui-
ler. Es un negocio que no agrega valor a los re-
cursos que utiliza, sino más bien se lo resta. Ese 
terreno estaría mejor utilizado en otra activi-
dad, y esos trabajadores también.

E n los últimos días –días en los 
que agoniza Nelson Mandela 
en un hospital de Pretoria– el 
mundo se ha dedicado a ren-
dir homenaje al líder sudafri-

cano y a elogiar su trayectoria. El presi-
dente estadounidense, Barack Obama, 
por ejemplo, lo ha calificado como “una fuente 
de inspiración para el mundo”, mientras insta a 
los jóvenes a seguir su legado. 

Y es que Nelson Mandela no solo logró des-
mantelar un régimen institucionalmente racis-
ta. Una vez electo presidente –en las que fueron 
las primeras elecciones democráticas en la his-
toria de Sudáfrica– se encargó de dirigir el pro-
ceso de reconciliación entre negros y blancos, 
una tarea sumamente ambiciosa tomando en 
cuenta el resentimiento acumulado por años 
de abusos contra el 86% de la población suda-
fricana (y tomando en cuenta también los nu-
merosos ejemplos de África poscolonial, donde 
las élites blancas se vieron forzadas a dejar sus 
países una vez fuera del poder).

Todo esto pudo conseguir Mandela gracias 
a su capacidad de convocar al diálogo y a la ra-
zón por encima de la violencia. Sin embargo, 
años atrás, y desde una posición muy diferente, 
Mandela sí había optado por la violencia. Des-
pués de agotar todos los recursos por la vía pa-
cífica con el African National Congress (ANC), 
partido que fue vetado en 1960, y de soportar 
las brutales represiones del Gobierno, Mande-
la propuso la creación de Umkhonto we Sizwe 
(MK), brazo armado del ANC. Grupo que lide-
ró hasta su encarcelamiento, un año más tarde.

El MK fue instantáneamente clasificado co-
mo una organización terrorista por el gobierno 
de Sudáfrica y el de Estados Unidos (el mismo 
que hoy insta a los jóvenes a seguir el ejemplo 

de uno de sus fundadores). Y aunque los 
objetivos del MK fueron principalmente 
estatales, sus víctimas fueron principal-
mente civiles. 

Finalmente, fue a través de negocia-
ciones con el entonces presidente, Fre-
derik de Klerk, que Mandela consiguió 

acabar con el apartheid. No obstante, el uso 
de la violencia permaneció como una herra-
mienta de negociación durante todo el proce-
so; aparte del hecho, claro, de que haya sido su 
figura –alimentada por el mito revolucionario 
y su subsecuente encarcelamiento– la que le 
ganó un sitio en la mesa de negociación en pri-
mer lugar.

Por eso, tantos elogios a la trayectoria de 
Mandela plantean una cuestión ineludible (so-
bre todo porque provienen de líderes mundia-
les y de defensores de derechos humanos): la 
justificación de los medios por el fin. Una pro-
posición que parece haber sido avalada –por lo 
menos, de manera implícita– por la comunidad 
internacional para este caso. ¿Existen circuns-
tancias, entonces, bajo las cuales está “permi-
tido” violar derechos –incluyendo el derecho 
a la vida– en nombre de una “causa justa”? ¿Es 
comprensible perpetrar un mal “necesario” con 
tal de que sirva para garantizar un bien de “ma-
yores proporciones”?

Abordar estas preguntas no corresponde a 
este artículo, ni tampoco justificar o reprobar 
el recurso de la violencia durante los años del 
apartheid. El único propósito del texto es seña-
lar que tanto la trayectoria de Nelson Mandela 
como el mensaje de la comunidad internacio-
nal –que ha pasado de un discurso teórico a uno 
más pragmático esta vez– dejan abiertas estas 
preguntas. Preguntas altamente delicadas y de 
respuestas sumamente peligrosas.

ERROR
El Ejecutivo no tiene 

derecho a influir en las 
decisiones de las cortes 

y, en cambio, debe 
garantizar su autonomía.

- MARIO MOLINA - - EL TUNCHE -

ció atractivos paquetes turísticos para los ma-
gistrados, válidos solo por los siguientes 15 días. 
“¿Para qué van a fallar sobre temas antipáticos si 
pueden estar conociendo Chan Chan o degus-
tando de la rica comida norteña?”, se preguntó el 
funcionario.

Algunos suspicaces consideran que este súbi-
to interés en el tema tendría que ver con que un 
número importante de los nuevos magistrados 
serían allegados al partido de gobierno. “Mal-
pensados siempre habrá. A nosotros solo nos in-
teresa el Estado constitucional de derecho”, de-
claró con una sonrisa un congresista oficialista.

¿Política industrial? Un mensaje peligroso


